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 San Martin-Cesar, dos (02) de julio de dos mil Veintiuno (2021) 
 
 
                                            RADICACIÓN: 207704089001202100013500 
                                            ACCIONANTE: XAVIER ESTRADA MARTINEZ 
                                            ACCIONADO: ZOE SOLUCIONES SAS 
                                            DERECHOS VULNERADOS: DERECHO DE PETICION                                                                           
                                            ASUNTO: SENTENCIA. 
 

 
  OBJETO A DECIDIR: 

 
En oportunidad legal procede el Despacho a emitir el fallo que corresponda dentro 
de la presente ACCION DE TUTELA, puesto que se ha trabado la correspondiente 
Litis, existe legitimación por activa y pasiva, estamos en presencia de los 
presupuestos procesales y no se observan irregularidades de las que afectan de 
nulidad la actuación. 
 

ACCIONANTE: 

 

La acción de tutela fue presentada por XAVIER ESTRADA MARTINEZ, identificado 
con cedula de ciudanía número 1.063.616.755 de San Martín, Cesar en calidad de 
Representante Legal de la Veeduría Ciudadana “JUSTICIA SOCIAL”, identificada 
con NIT Nº 901468421-5 
 

ACCIONADO: 

 
La acción está dirigida en contra de ZOE SOLUCIONES SAS, representada 
legalmente por su gerente DENNYS BLANCO RAMIREZ, o quien haga sus veces 
 

HECHOS: 
 
Lo manifestado por el accionante se resume por el despacho de la siguiente manera:  
 
Que en la fecha 2 de junio de 2021 presento derecho de petición ante la empresa 
ZOE SOLUCIONES SAS, en la cual solicitaban copia digital del contrato de obra civil 
con todos sus anexos de la primera y segunda fase, del proyecto de construcción del 
centro educativo Santiago navarro del municipio de San Martin, cesar. 
 
Manifiestan que recibieron repuesta a la petición Por parte de la ZOE SOLUTIONES 
SAS, que a tenor del artículo 61 del código de comercio establece que los libros y 
papeles del comerciante no podrán examinarse por personas distintas de sus 
propietarios o personas autorizadas para ello 
   
Manifiesta el accionante que la respuesta no fue suficiente, efectiva y congruente, es 
decir no se resolvió de fondo las peticiones elevadas ante esa empresa y que hasta 
la fecha se han vencido los términos para responder la solicitud y no se ha obtenido 
respuesta.  
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ACTUACIÓN PROCESAL: 
 

La presente acción de tutela fue presentada a través del correo institucional del 
Juzgado el día 18 de junio de 2021, y mediante auto de la misma fecha fue admitida 
la acción constitucional. Así mismo, se libraron por secretaría los oficios de 
notificación de las partes en la misma fecha 
 

PRETENSIONES: 
 
La parte accionante solicita los siguientes puntos: 
 
Tutelar mis Derechos Fundamentales al derecho de Petición  
 
Ordenar a LA ZOE SOLUTIONES SAS representada legalmente por DENNYS 
BLANCO RAMIREZ o quien haga sus veces, al momento de la notificación de la 
presente acción constitucional, para que, en un término no mayor a 48 horas, 
RESPONDA DE FONDO A MI PETICION.  
 
Ruego a usted señora Juez, no se me declare hecho superado la presente acción 
constitucional porque la respuesta dada por la ZOE SOLUTIONES SAS, no fue 
suficiente, efectiva y congruente.  
 

PRUEBAS: 
 

Para resolver el Despacho tendrá como pruebas las siguientes: 
 
DE LA PARTE ACCIONANTE XAVIER ESTRADA MARTINEZ.: 
 
Copia del derecho de petición de 2 de junio de 2021, presentado ante ZOE 
SOLUTIONES SAS  

  

Copia de la respuesta presentada por ZOE SOLUTIONES SAS 
  
 

CONTESTACIÓN: 
 

La accionada ZOE SOLUTIONES SAS responden de la siguiente manera, que es 
imposible para la empresa ZOE SOLUTIONS SAS expedir copias de CONTRATO 
DE OBRA CIVIL CON TODOS SUS ANEXOS, puesto que nunca se han 
protocolizado por nuestra parte, ni mucho menos se han ejecutado por nuestra 
empresa contratos de obra civiles, ni con Entidades Públicas del Orden Municipal, 
Departamental, ni Nacional. 
 
con relación a la Construcción del Centro Educativo Santiago Navarro Benavides del 
Municipio de San Martin, Cesar; informan que la empresa ZOE SOLUTIONS S.A.S., 
solo ha desarrollado ORDENES DE SERVICIOS, suscritas con la empresa petrolera 
GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA LLC, SUC., en dicho centro educativo, más 
no CONTRATOS DE OBRA CIVIL DE CONSTRUCCION DE COLEGIOS O 
CENTRO EDUCATIVO. 
 
Indican que la VEEDURIA CIUDADANA DE CONTROL POLITICO, SOCIAL 
“JUSTICIA SOCIAL”, debe solicitar a la entidad pública o privada contratante, que le 
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expidan las respectivas copias de los contratos aquí referenciados en sus 
respectivas fases, y documentos de desarrollo los CONTRATO DE OBRA CIVIL 
requeridos por su parte, concurriendo en nosotros una falta de legitimación en la 
causa por pasiva en la presente acción pública de Tutela. 
 
Por último, manifiestan la empresa ZOE SOLUTIONS S.A.S., no ha vulnerado el 
derecho fundamental de petición a la VEEDURIA CIUDADANA DE CONTROL 
POLITICO, SOCIAL “JUSTICIA SOCIAL”, y firmado por el señor XAVIER ESTRADA 
MARTINEZ, tal como lo argumenta en la tutela, por lo que no se puede invocar de 
forma errónea la violación de este derecho fundamental, POR LO QUE le solicito que 
se debe DESESTIMAR LA ACCION DE TUTELA Y DEBE RECHARSARSE, por no 
cumplir con los requisitos mínimos de ley , y no debe ampararse de este modo dicho 
derecho fundamental al no haber sido vulnerado. 
 

COMPETENCIA: 
 
Este juzgado es competente para tramitar y decidir la presente acción de tutela, por 
ser un Juzgado de categoría Municipal, al cual le correspondió el reparto de tutelas 
de primera instancia, en razón de la naturaleza del hecho, por los sujetos y domicilio 
del accionante y accionada, al presente trámite tutelar, por tanto con fundamento en 
lo previsto en el Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1382 de 2000 recientemente 
modificado por el Decreto 1983 de 2017, resulta competente este despacho para 
conocer de la acción de tutela de la referencia. 
 

PROBLEMA JURÍDICO: 
  
Determinar si ZOE SOLUTIONS S.A.S, transgredió el derecho fundamental de 
PETICIÓN, de XAVIER ESTRADA MARTINEZ, Representante Legal de la Veeduría 
Ciudadana “JUSTICIA SOCIAL”, al no responder la petición radicada en la fecha 2 
junio de 2021, o si con la respuesta librada el 21 de junio de la presente anualidad 
dirigido a la dirección de correo electrónico aportada por el accionante en la petición 
y acción tutelar, acaeció el fenómeno del hecho superado.  
 

TESIS DEL DESPACHO: 
 

Luego de analizar el expediente de la presente acción de tutela, el despacho 
encuentra que la entidad accionada ZOE SOLUTIONS S.A.S,  a través de su asesor 
jurídico ha dado respuesta al derecho de petición de la accionante XAVIER 
ESTRADA MARTINEZ, Representante Legal de la Veeduría Ciudadana “JUSTICIA 
SOCIAL”,, indicándole su respuesta el día 21 de junio de 2021 dentro de la presente 
acción de tutela, la cual le fue enviada al correo electrónico a él accionante, no 
guarda consistencia ni la misma profundidad de los argumentos esbozados en la 
contestación del trámite tutelar, de lo que se infiere que la respuesta del 21 de junio 
hogaño no se hizo de fondo, por lo que habrá de tutelarse los derechos invocados 
por el accionante. 
 

 
JURISPRUDENCIA: 

 
El derecho de petición y sus elementos estructurales (Sentencia C-007-2017)  
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14. El derecho de petición está incorporado en el artículo 23 de la Constitución 
Colombiana de 1991, como aquel que permite “presentar peticiones respetuosas a 
las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 
resolución”. Además, la disposición indica que el Legislador es quien puede 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales. Este derecho ha sido históricamente consagrado en diversos textos 
normativos1 y, según lo ha reconocido esta Corporación, es una pieza fundamental 
en el engranaje de nuestro Estado Social de Derecho2. Recientemente la Ley 
Estatutaria 1755 de 2015 reguló su estructura general y principios. A su vez, está 
consagrado expresamente en el artículo 24 de la Declaración Americana de los 
Derechos y Derechos del Hombre, en los mismos términos que en el texto 
constitucional.  
 
Según abundante jurisprudencia de este Tribunal3, el derecho de petición es 
fundamental y tiene aplicación inmediata, sus titulares pueden ser personas mayores 
o menores de edad, nacionales o extranjeros, y a través de éste se puede acudir ante 
las autoridades públicas o ante particulares. Así mismo, el derecho de petición tiene 
un carácter instrumental en tanto a través de éste se busca garantizar la 
efectividad de otros derechos constitucionales, como los de información, 
participación política, libertad de expresión, salud y seguridad social, entre otros.  
 
15. Así mismo, la Corte ha señalado que su núcleo esencial reside en una resolución 
pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una respuesta de fondo y su notificación, 
lo anterior no necesariamente implica una respuesta afirmativa a la solicitud. Así pues, 
se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una 
contestación oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en 
conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estas 
características envuelve su vulneración por parte de la autoridad o del particular.  

 
1 En la sentencia C-951 de 2014, M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez, se hizo especial referencia a la 
consagración de este derecho a través de diversos texto normativos, así: “El derecho de petición, objeto de 
regulación por el proyecto de ley estatutaria bajo control, es un derecho constitucional fundamental cuyo origen 
se remonta al Bill of Rights aprobado en 1689, catálogo de derechos dentro del cual en el artículo 5º se incorporó 
el derecho de los súbditos de presentar peticiones ante el rey de Inglaterra. Las primeras constituciones en 
reconocer este derecho fundamental fueron la de Francia de 1791 y de manera simultánea, la Constitución de 
los Estados Unidos de América a través de la primera enmienda constitucional efectuada en 1791. // En 
Colombia, la primera expresión normativa del derecho de petición la encontramos en el artículo 56  la 
Constitución federal de 1858 (Confederación Granadina), al consagrar: “El derecho de obtener pronta resolución 
en las peticiones que por escrito dirijan a las corporaciones, autoridades o funcionarios públicos, sobre cualquier 
asunto de interés general o particular”. Esta disposición fue reproducida en los mismos términos en el catálogo 
de derechos individuales contemplados en el artículo 15 de la Constitución de 1863 (Estados Unidos de 
Colombia). Finalmente, el artículo 45 de la Constitución Política de 1886 dispuso que “Toda persona tiene 
derecho de presentar peticiones respetuosas a las autoridades, ya sea por motivos de interés general, ya de 
interés particular, y el de obtener pronta resolución.” Esta disposición fue objeto de desarrollo legal por virtud 
del artículo 334 de la Ley 4ª de 1913, del Decreto 2733 de 1959, el Decreto 01 de 1984 y la Ley 57 de 1985.” 
2 Esta Corte, en sentencia T-012 de 1992, M. P. José Gregorio Hernández Galindo, indicó que: “Se trata de uno 
de los derechos fundamentales cuya efectividad resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del 
Estado, particularmente el servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la participación de todos en las decisiones que 
los afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 
instituidas (artículo 2o. Constitución Política).” 
3 Cfr., entre muchas otras, las sentencias T-012 de 1992 M. P. José Gregorio Hernández Galindo; T-377 de 2000 
M. P. Alejandro Martínez Caballero; T-1160A de 2001 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-191 de 2002 M. P. 
Jaime Córdoba Triviño; T-173 de 2013 M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; T-211 de 2014 M. P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez; C-951 de 2014 M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez; y T-332 de 2015 M. P. Alberto Rojas 
Ríos.  
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Según se estableció en las sentencias C-818 de 20114 y C-951 de 20145, los 
referidos elementos del núcleo esencial del derecho de petición pueden describirse 
de la siguiente manera:  
 
(i) La pronta resolución constituye una obligación de las autoridades y los 

particulares de responder las solicitudes presentadas por las personas en el 
menor plazo posible, sin que se exceda el tiempo legal establecido para el 
efecto, esto es, por regla general6, 15 días hábiles. Para este Tribunal es claro 
que el referido lapso es un límite máximo para la respuesta y que, en todo caso, 
la petición puede ser solucionada con anterioridad al vencimiento de dicho 
interregno7. Mientras ese plazo no expire el derecho no se verá afectado y no 
habrá lugar al uso de la acción de tutela8.   
 

(ii) La respuesta de fondo hace referencia al deber que tienen las autoridades y 
los particulares de responder materialmente a las peticiones realizadas. Según 
esta Corte9, para que no se vulnere el derecho fundamental de petición, la 
respuesta debe observar las siguientes condiciones: a) claridad, esto es que la 
misma sea inteligible y que contenga argumentos de fácil comprensión; b) 
precisión, de manera que la respuesta atienda directamente a lo solicitado por 
el ciudadano y que se excluya toda información impertinente y que conlleve a 
respuestas evasivas o elusivas; c) congruencia, que hace referencia a que la 
respuesta esté conforme con lo solicitado; y por último, d) consecuencia en 
relación con el trámite dentro del cual la solicitud es presentada, “de manera 
que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

 
4 M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Por medio de la cual se declaró la inexequibilidad de los artículos 13, 14, 
15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, debido al 
incumplimiento de la reserva de ley estatutaria.  
5 M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez. Por medio de la cual se revisó el proyecto de ley estatutaria sobre 
derecho de petición.  
6 Existen algunas excepciones a la regla general. Así por ejemplo en materia pensional los mismos varían. En 
efecto: “En materia de pensiones, esta Corporación fijó plazos distintos a la regla general de respuesta de las 
peticiones. Ello sucedió, porque CAJANAL tenía que responder asuntos de gran complejidad y se encontraba en 
una crisis institucional que le imposibilitaba dar respuesta rápida a las solicitudes pensionales. En la Sentencia 
SU-975 de 2003, la Corte Constitucional unificó su jurisprudencia, señalando los términos que tiene la 
administración para dar respuesta a los derechos de petición sobre pensiones, así: “(i) 15 días hábiles para todas 
las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que 
el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la 
autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un 
término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para 
resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que 
se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. (ii) 4 meses calendario para 
dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, 
con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones 
elevadas a Cajanal; (iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago 
efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. Cualquier 
desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la 
vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, 
respectivamente, amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social”. C-951 de 2014.  
7 Sentencia T-814 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentería y T-101 de 2014 M.P. Jorge Igancio Pretelt Chaljub. 
8 Ver sentencias T-481 de 1992, T-997 de 1999, T- 377 de 2000, T-1160A de 2001, T-220 de 1994, T-628 de 
2002, T-669 de 2003. Sobre el momento en que una entidad entra en mora para dar una respuesta de fondo 
pueden consultarse las sentencias T- 467 de 1995, T-414 de 1995 y T-948 de 2003. 
9 Sentencias T-610 de 2008 M. P. Rodrigo Escobar Gil y T-814 de 2012 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado 
requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara 
de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse 
cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición 
resulta o no procedente”10.  
 
Ahora bien, este Tribunal ha aclarado que la resolución de la solicitud no implica 
otorgar lo pedido por el interesado, en tanto, existe una diferencia entre el 
derecho de petición y el derecho a obtener lo pedido. En efecto, la sentencia 
C-510 de 200411 indicó que “el derecho de petición se ejerce y agota en la 
solicitud y la respuesta. No se decide propiamente sobre él [materia de la 
petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no del 
derecho subjetivo invocado ante la administración para la adjudicación de un 
baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de la 
administración”. Así, el ámbito de protección constitucional de la petición se 
circunscribe al derecho a la solicitud y a tener una contestación para la 
misma, en ningún caso implica otorgar la materia de la solicitud como tal.  

 
(iii) La notificación de la decisión atiende a la necesidad de poner al ciudadano 

en conocimiento de la decisión proferida por las autoridades, ya que lo 
contrario,implicaría la desprotección del derecho de petición12. La notificación en 
estos casos, se traduce en la posibilidad de impugnar la respuesta 
correspondiente. Frente a este elemento del núcleo esencial de la petición, esta 
Corte ha explicado que es la administración o el particular quien tiene la carga 
probatoria de demostrar que notificó al solicitante su decisión, pues el 
conocimiento de ésta hace parte del intangible de ese derecho que no puede 
ser afectado13. 

 
CASO CONCRETO: 

 
En el presente caso se acredita el presupuesto de la legitimación por activa toda vez 
que XAVIER ESTRADA MARTINEZ, Representante Legal de la Veeduría Ciudadana 
“JUSTICIA SOCIAL”, alega que no se le ha resuelto su derecho de petición radicado 
en la fecha 2 de junio de 2021, ante ZOE SOLUTIONS S.A.S Así mismo, no teniendo 
el accionante otro medio para la solicitar la protección de su Derecho Fundamental 
vulnerado, es procedente su estudio mediante la presente acción constitucional. 
 
ACCION DE TUTELA EN MATERIA DE DERECHO DE PETICION-Procedencia de 
manera directa por ser derecho fundamental de aplicación inmediata 

Este Tribunal ha considerado que la acción de tutela es el mecanismo procedente 
para determinar la violación del derecho de petición. En esa dirección, la sentencia 
T-084 de 2015 sostuvo que “la tutela es un mecanismo idóneo para proteger el 
derecho de petición de los administrados, toda vez que por medio del mismo se 
accede a muchos otros derechos constitucionales”. De acuerdo con lo anterior, 
la Corte ha estimado “que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un 
medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo 

 
10 Sentencia T-610 de 2008 M. P. Rodrigo Escobar Gil.  
11 Sentencia C-510 de 2004, M. P. Álvaro Tafur Galvis. 
12 Ver las sentencias T-259 de 2004 M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-814 de 2005 M.P. Jaime Araujo 
Rentenría, entre otras. 
13 Sentencia T-149 de 2013 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 
de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el 
mismo”. 

La parte accionada ZOE SOLUTIONS S.A.S, al descorrer el traslado del escrito de 
tutela muestra que no respondió respondió su petición de el día 21 de junio de 2021, 
porque no es acorde la respuesta dada al accionante con la presentada ante esta 
agencia judicial, verificando una violación del derecho fundamental de petición. 
 
Sentencia T-230-2020.- 
 

4.5.6.1. Formas de canalizar las peticiones. El derecho de petición se puede 
canalizar a través de medios físicos o electrónicos de que disponga el sujeto público 
obligado, por regla general, de acuerdo con la preferencia del solicitante. Tales 
canales físicos o electrónicos pueden actuarse de forma verbal, escrita o por 
cualquier otra vía idónea que sirva para la comunicación o transferencia de datos14  
 

 4.5.6.1.1. Ahora bien, los medios físicos pueden definirse como aquellos 
soportes tangibles a partir de los cuales es posible registrar la 
manifestación de un hecho o acto. Dentro de los más comunes para la 
presentación de solicitudes se destacan la formulación presencial –ya sea 
verbal o por escrito– en los espacios físicos destinados por la autoridad, y 
el correo físico o postal para remitir el documento a la dirección destinada 
para tal efecto. En cualquiera de los dos eventos, al peticionario debe 
asignársele un radicado o algún tipo de constancia sobre la presentación 
de la solicitud, de manera que sea posible hacer su seguimiento. 
 

(i) Por su parte, los medios electrónicos son herramientas que permiten la 
producción, almacenamiento o transmisión digitalizada de documentos, 
datos e informaciones, a través de cualquier red de comunicación abierta 
o restringida. 

 
 
 
 
 
 
 
------------------------------------------------------------------------------------- 
12 Ver las sentencias T-259 de 2004 M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-814 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentenría, entre 
otras. 13 Sentencia T-149 de 2013 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 14 Ley 1437 de 2011: “ARTÍCULO 15. 
PRESENTACIÓN Y RADICACIÓN DE PETICIONES. Las peticiones podrán presentarse verbalmente y deberá quedar 
constancia de la misma, o por escrito, y a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos. Los 
recursos se presentarán conforme a las normas especiales de este código. // Cuando una petición no se acompañe de los 
documentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al peticionario los que falten. 
// Si este insiste en que se radique, así se hará dejando constancia de los requisitos o documentos faltantes. Si quien presenta 
una petición verbal pide constancia de haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta. // Las autoridades 
podrán exigir que ciertas peticiones se presenten por escrito, y pondrán a disposición de los interesados, sin costo, a menos 
que una ley expresamente señale lo contrario, formularios y otros instrumentos estandarizados para facilitar su 
diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios no quedarán impedidos para aportar o formular con su petición argumentos, 
pruebas o documentos adicionales que los formularios no contemplen, sin que por su utilización las autoridades queden 
relevadas del deber de resolver sobre todos los aspectos y pruebas que les sean planteados o presentados más allá del 
contenido de dichos formularios. // A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, recibida por el funcionario respectivo 
con anotación de la fecha y hora de su presentación, y del número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor 
legal del original y se devolverá al interesado a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos. 
Esta autenticación no causará costo alguno al peticionario. // PARÁGRAFO 1o. En caso de que la petición sea enviada a través 
de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos, esta tendrá como datos de fecha y hora de radicación, 
así como el número y clase de documentos recibidos, los registrados en el medio por el cual se han recibido los documentos. 
// PARÁGRAFO 2o. Ninguna autoridad podrá negarse a la recepción y radicación de solicitudes y peticiones respetuosas. // 
PARÁGRAFO 3o. Cuando la petición se presente verbalmente ella deberá efectuarse en la oficina o dependencia que cada 
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entidad defina para ese efecto. El Gobierno Nacional reglamentará la materia en un plazo no mayor a noventa (90) días, a 
partir de la promulgación de la presente ley.” 

 
4.5.6.1.2. De acuerdo con el artículo 5 del CPACA, la formulación de peticiones 
podrá realizarse por cualquier medio tecnológico disponible por la entidad pública18. 
Y, de manera armónica con lo anterior, el artículo 7 del mismo código establece 
como deberes de las entidades, por una parte, adoptar medios tecnológicos para 
tramitar y resolver las solicitudes, y, por la otra, gestionar todas las peticiones que 
se alleguen vía fax o por medios electrónicos19. 
 
En este orden de ideas, el CPACA no se limita a unos canales específicos para 
permitir el ejercicio del derecho de petición, sino que, en su lugar, adopta una 
formulación amplia que permite irse adecuando a los constantes avances 
tecnológicos en materia de TIC´s. En otras palabras, el marco normativo que regula 
el derecho de petición abre la puerta para que cualquier tipo de medio electrónico 
que sea idóneo para la comunicación o transferencia de datos, pueda ser tenido 
como vía para el ejercicio de esta garantía superior20. 
 
4.5.6.1.3. Sin duda, los cambios tecnológicos han planteado retos en la actualización 
de los ordenamientos jurídicos, de manera que las facilidades que proveen puedan 
impactar de manera positiva la vida de la sociedad, así como el accionar de la 
administración pública. El régimen normativo nacional ha venido mutando para darle 
cabida a las TIC´s en el ejercicio de funciones públicas, por ejemplo, (i) en el 
reconocimiento de efectos jurídicos de los mensajes de datos (Ley 527 de 199921), 
(ii) haciendo parte de los deberes del Estado la utilización de canales digitales y (iii) 
flexibilizando los trámites ante la administración con la incorporación de 
herramientas tecnológicas (Ley 962 de 200522). Estos cambios han impactado el 
ejercicio del derecho de petición, como pasa a explicarse. 
 
 
 
 
 
 
--------------------------------------------------------------------------- 
15 Véase Real Academia Española en: https://dle.rae.es/?id=A58xn3c y Gobierno en Línea en: 
http://centrodeinnovacion.gobiernoenlinea.gov.co/es/investigaciones/los-medios-electronicos-
comoherramienta-estrategica-de-la-comunicacion-publica 16 Artículo 6 de la Ley 1341 de 2009 “Por la cual se 
definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras 
disposiciones.” 17 En la Sentencia T-013 de 2008, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, se definió el Internet 
como “el conjunto de redes interconectadas que permiten la comunicación y el desarrollo de numerosos 
servicios, como la transmisión, depósito, clasificación, almacenamiento, recuperación y tránsito de información 
de manera ilimitada.” 18 Ley 1437 de 2011: “ARTÍCULO 5. DERECHOS DE LAS PERSONAS ANTE LAS 
AUTORIDADES. En sus relaciones con las autoridades toda persona tiene derecho a: // 1. Presentar peticiones 
en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad 
de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones 
vigentes exijan para tal efecto. // Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier 
medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público. (…)” 
19 Ley 1437 de 2011: “ARTÍCULO 7o. DEBERES DE LAS AUTORIDADES EN LA ATENCIÓN AL PÚBLICO. 
Las autoridades tendrán, frente a las personas que ante ellas acudan y en relación con los asuntos que tramiten, 
los siguientes deberes: // 1. Dar trato respetuoso, considerado y diligente a todas las personas sin distinción. 
(…) // 6. Tramitar las peticiones que lleguen vía fax o por medios electrónicos, de conformidad con lo previsto 
en el numeral 1 del artículo 5o de este Código. (…) // 8. Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución 
de peticiones, y permitir el uso de medios alternativos para quienes no dispongan de aquellos. (…)” 20 En la 
Sentencia C-951 de 2014, este Tribunal indicó que cualquier otro medio idóneo para el ejercicio del derecho de 
petición se determina por su utilidad “para comunicar o trasmitir información con una redacción abierta y dúctil, 
[lo] que permite que la disposición se actualice con las distintas tecnologías que puedan llegar a crearse para la 
comunicación y trasferencia de datos y sea válido su uso para ejercer el derecho de petición, sin que esas 
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herramientas innovadoras pero idóneas para el efecto se conviertan en espacios vedados para ejercer el 
derecho de petición” (se resalta por fuera del original). 

 

 

4.5.6.1.3.1. Con la Ley 527 de 199923 se abrió paso en Colombia al comercio 
electrónico y se reconocieron los efectos jurídicos que tiene la información 
compartida por medios electrónicos. En concreto, se dispuso que ante la exigencia 
normativa de que alguna información deba constar por escrito, ese requisito se 
satisface con un mensaje de datos24. Este último se define en la ley como: “[l]a 
información generada, enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios 
electrónicos, ópticos o similares, como pudieran ser, entre otros, el Intercambio 
Electrónico de Datos (EDI), Internet, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el 
telefax;” 25. 

 

En la Sentencia C-662 de 200026, esta Corporación señaló que “[e]l mensaje de 
datos como tal debe recibir el mismo tratamiento de los documentos consignados 
en papel, es decir, debe dársele la misma eficacia jurídica, por cuanto el mensaje de 
datos comporta los mismos criterios de un documento.” Aunado a ello, se aclaró que 
el reconocimiento de dicha asimilación permite ajustar al derecho no solo a las 
prácticas modernas de comunicación, sino también a todos los adelantos 
tecnológicos que se generen en el futuro. 
 

La información y contenido que se encuentre en un mensaje de datos tienen plena 
eficacia probatoria, dada la integridad que se predica de dicho instrumento (siempre 
que su contenido no se hubiere alterado), característica que puede satisfacerse a 
partir de los sistemas de protección de la información como la criptografía y las 
firmas electrónicas27. Frente al grado de confiabilidad del mensaje, se debe precisar 
que este “será determinado a la luz de los fines para los que se generó la información 
y de todas las circunstancias relevantes del caso.”28 Al respecto, la Corte manifestó 
que “los documentos electrónicos están en capacidad de brindar similares niveles 
de seguridad que el papel y, en la mayoría de los casos, un mayor grado de 
confiabilidad y rapidez, especialmente con respecto a la identificación del origen y el 
contenido de los datos, siempre que se cumplan los requisitos técnicos y jurídicos 
plasmados en la ley.”29 
 
 
 
------------------------------------------------------------------- 
 
21 “Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las 
firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones.” 22 “Por la cual se dictan 
disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y 
de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos.” 23 “Por medio de la cual se define y reglamenta 
el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las entidades de 
certificación y se dictan otras disposiciones.” 24 Ley 527 de 1999: “ARTICULO 6o. ESCRITO. Cuando cualquier norma requiera 
que la información conste por escrito, ese requisito quedará satisfecho con un mensaje de datos, si la información que éste 
contiene es accesible para su posterior consulta. Lo dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en 
cualquier norma constituye una obligación, como si las normas prevén consecuencias en el caso de que la información no 
conste por escrito.” 25 Ley 527 de 1999, artículo 2, literal a). 26 M.P. Fabio Morón Díaz. 27 Sentencia C-662 de 2000, M.P. 
Fabio Morón Díaz. 28 Ley 527 de 1999: “ARTICULO 9o. INTEGRIDAD DE UN MENSAJE DE DATOS. Para efectos del artículo 
anterior, se considerará que la información consignada en un mensaje de datos es íntegra, si ésta ha permanecido completa e 
inalterada, salvo la adición de algún endoso o de algún cambio que sea inherente al proceso de comunicación, archivo o 
presentación. El grado de confiabilidad requerido, será determinado a la luz de los fines para los que se generó la información 
y de todas las circunstancias relevantes del caso. // ARTICULO 10. ADMISIBILIDAD Y FUERZA PROBATORIA DE LOS 
MENSAJES DE DATOS. Los mensajes de datos serán admisibles como medios de prueba y su fuerza probatoria es la otorgada 
en las disposiciones del Capítulo VIII del Título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil. // En 
toda actuación administrativa o judicial, no se negará eficacia, validez o fuerza obligatoria y probatoria a todo tipo de información 
en forma de un mensaje de datos, por el sólo hecho que se trate de un mensaje de datos o en razón de no haber sido presentado 
en su forma original.” 29 Sentencia C-662 de 2000, M.P. Fabio Morón Díaz. Tal como se describe en este fallo judicial, la 
criptografía es “una rama de las matemáticas aplicadas que se ocupa de transformar, mediante un procedimiento sencillo, 
mensajes en formas aparentemente ininteligibles y devolverlas a su forma original. Mediante el uso de un equipo físico especial, 
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los operadores crean un par de códigos matemáticos, a saber: una clave secreta o privada, conocida únicamente por su autor, 
y una clave pública, conocida como del público.” 

 
 
Así las cosas, esta célula judicial al ponderar lo allegado al expediente virtual por las 
partes accionante y accionada, se infiere que esa respuesta a los derechos de 
peticiones (marzo 26 y abril 6 de 2021) por parte de la representante legal de la ZOE 
SOLUCIONES SAS, no es de fondo, completa, clara, precisa, y congruente con lo 
solicitado; toda vez que el actor no solamente está solicitando ACCESO A 
DOCUMENTOS, sino acceder a una INFORMACION, de la cual no se requiere que 
se allegue a través de expedición de copias, simplemente que se le dé respuesta de 
fondo, y con lo relacionado a la solicitud de copias no se le explico concretamente 
cuál es la documentación a solicitada por el peticionario, y que no se pueda, porque 
con fundamento en el principio de publicidad, las autoridades deben mantener a 
disposición del público y de los interesados , aun sin que medie petición alguna, los 
documentos y la información relacionada con sus ACTOS, CONTRATOS, Y 
RESOLUCIONES, lo cual debe facilitar la respuesta, sin la menor dilación a las 
respectivas solicitudes.- 
 

 
Es preciso advertir en la petición del 2 de junio de 2021 que no solamente se solicitó 

el acceso a documentos, sino también INFORMACION, que hasta el momento en 

que se profiere esta decisión no ha sido allegado a la dirección electrónica del 

accionante. Y, deberá manifestarlo y comunicarle las copias que necesita sufragar a 

costa del interesado, no detallarlas en forma global sino de manera puntual y precisa, 

porque en lo referente a contratos, resoluciones, esa información debe estar colgada 

en su plataforma a disposición del público y de los interesados. Por lo que se 

concluye que la ZOE SOLUCIONES SAS, de San Martin-Cesar, vulnero el derecho 

de petición del señor XAVIER ESTRADA MARTINEZ, en su condición de 

representante legal de la VEEDURIA CIUDADANA JUSTICIA SOCIAL, pues tenía la 

obligación de brindarle una respuesta de fondo de conformidad con los entandares 

legales y jurisprudenciales para el efecto. Por lo se amparará el derecho fundamental 

constitucional de petición del accionante. 

 

En consecuencia se ordenara a la señora DENNYS BLANCO RAMIREZ , en su 

condición de representante legal de ZOE SOLUCIONES SAS, para que en el término 

de cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de esta sentencia formule y 

notifique, en aquello que corresponda al ejercicio de sus funciones, una respuesta 

clara, precisa, completa, congruente, y consecuente, remitiendo al correo 

electrónico: justiciasocialveeduria@gmail.com, sobre la documentación que se 

encuentre  y la información requerida por el accionante señor XAVIER ESTRADA 

MARTINEZ, en los derecho de petición datado 2 de junio de 2021, en el evento de 

que algunos documentos no estén publicados se le debe comunicar al actor en forma 

detallada, concreta cuales son esos documentos para que sufrague el valor de ellos. 

A excepción de los contratos, resoluciones, actos que deben ser publicados a 

disposición del público en la plataforma de la entidad pública, los cuales el mismo 

puede descargar. superado, tal como fue explicado en párrafos precedentes, por 

cuanto la respuesta se le puso en conocimiento al actor y fue conforme a lo solicitado 

por este. 
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En mérito de lo expuesto EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN 
MARTIN-CESAR, Administrando Justica en nombre de la República de Colombia y 
por autoridad de la ley. 

 
R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición en la presente Acción 
Constitucional impetrada por el señor XAVIER ESTRADA MARTINEZ, en su 
condición de representante legal de la VEEDURIA CIUDADANA JUSTICIA SOCIAL, 
conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO: ORDENAR a la señora DENNYS BLANCO RAMIREZ , en su condición 
de representante legal de ZOE SOLUCIONES SAS, para que en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de esta sentencia formule y 
notifique, en aquello que corresponda al ejercicio de sus funciones, una respuesta 
clara, precisa, completa, congruente, y consecuente, remitiendo al correo 
electrónico: justiciasocialveeduria@gmail.com, la documentación que se encuentre  
y la información requerida por el accionante señor XAVIER ESTRADA MARTINEZ, 
en los derecho de petición datados 2 de junio de 2021, en el evento de que algunos 
documentos no estén publicados se le debe comunicar al actor en forma detallada, 
concreta cuales son esos documentos para que sufrague el valor de ellos. A 
excepción de los contratos, resoluciones, actos que deben ser publicados a 
disposición del público en la plataforma de la entidad pública, los cuales el mismo 
puede descargar  
 
TERCERO: Notifíquese la presente sentencia por el medio más expedito, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.  
 
CUARTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, 
REMÍTASE el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de 
conformidad con el 32 del Decreto 2591 de 1991.       
 
       

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

 
CATALINA PINEDA ALVAREZ 

JUEZ 


